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EDITORIAL  
 
 

Las reclamaciones del sector del transporte de carga: 

 

Las principales reclamaciones del sector del transporte en el marco del paro nacional provienen de 

los pequeños transportadores de carga por carretera, quienes hoy son los principales protagonistas 

de los bloqueos en las carreteras, reclamaciones que están relacionadas principalmente con el valor 

de los fletes y los peajes. 

 

Para entender la esencia de estas reclamaciones resulta fundamental conocer cuál es la estructura 

de esta modalidad de transporte, donde intervienen varios actores con diferentes relaciones 

económicas entre ellos, por una parte tenemos a los generadores de carga que demandan el servicio 

de transporte, en segundo lugar están las empresas de transporte de carga que se encuentran 

habilitadas para prestar el servicio en virtud del permiso de operación otorgado por el Ministerio de 

Transporte, en tercer lugar los propietarios, poseedores y tenedores de vehículos afiliados a una 

empresa de transporte a través de un contrato de vinculación y finalmente los conductores de los 

vehículos, que en muchos casos son los mismos propietarios, denominados genéricamente 

camioneros, que tienen un vínculo laboral con los propietarios, poseedores y tenedores de vehículos. 

 

Esta estructura que también se aplica para el transporte de pasajeros y el servicio de taxis es “sui 

generis” y compleja, totalmente diferente a otras modalidades de transporte, como es el caso del 

aéreo, donde solo existen dos sujetos fundamentales: la empresa de transporte aéreo y el pasajero, 

en el transporte de personas, y el remitente, la empresa y el destinatario para el transporte de 

mercancías.    

 

Respecto a las relaciones económicas, los generadores de carga en su condición de remitentes y 

destinatarios del contrato de transporte deben pagar los fletes a las empresas de transporte, y estas 

a su vez están en la obligación de pagar una parte de ese flete, que se denomina “valor a pagar” a 

los propietarios, poseedores y tenedores de vehículos, quienes a su vez deben pagar los salarios a los 

conductores de estos. 

 

El problema ha sido definir como se fija el valor de los fletes que deben cancelar los generadores de 

la carga a las empresas de transporte y la cuantía del valor a pagar por parte de estas a los 

propietarios, poseedores y tenedores de vehículos. 

 

La ley 336 de 1.996, que contiene el estatuto general del transporte señala como criterio general que 

deben aplicar las autoridades competentes para establecer el valor de los fletes en el transporte de 

carga, los estudios de costos de cada modalidad de transporte, teniendo en cuenta los diferentes 

regímenes en materia de política de fijación de precios establecidos en la ley 81 de 1.988, como son 

el control directo, la libertad regulada y la libertad vigilada, en el año 2.006 el Ministerio de Transporte 

como autoridad reguladora estableció la tabla de fletes, que consagraba un piso para el pago de 

estos, decisión que fue muy controvertida tanto por los generadores de carga, como por los gremios 

que representan a las empresas de transporte, lo cual dio lugar a un régimen de libertad negocial, 

que le permitía a los diferentes actores negociar sus relaciones económicas de acuerdo con las 

condiciones del mercado, hasta que en el año 2.013 se implantó el sistema de información de costos 

eficientes para el transporte automotor de carga, conocido como SICE-TAC, nombre muy 

rimbombante, pero cuya interpretación y aplicación ha sido una de las causas fundamentales de 

esta crisis que hoy vive el transporte de carga por carretera y que debe resolverse en forma inmediata 

para atenuar los efectos de la crisis.  

 

La política pública en materia de fijación de los fletes y del valor a pagar por parte de las empresas 

de transporte de carga a los propietarios, poseedores y tenedores de vehículos, no ha sido clara, y se 

ha pasado de un régimen de control directo de precios, con la tabla de fletes, establecida en el año 

2.006, a un régimen de libertad negocial y posteriormente a un régimen de libertad regulada con la 

implementación de la herramienta del SICE-TAC, para volver a un régimen de control directo, como 

fue el memorando del Ministerio de Transporte del mes pasado, en medio de las protestas de los 



 

 

 

     

              

transportadores, que contiene un concepto de la Oficina Jurídica del Ministerio, donde se establece 

que los pagos de los fletes no se pueden pactar por debajo de los costos eficientes de operación 

establecidos en el SICE-TAC. 

 

En primer lugar hay que decir y eso es de común conocimiento, que un concepto jurídico no es 

obligatorio, debió proferirse un decreto que estableciera claramente esta obligación, teniendo en 

cuenta las diversas interpretaciones que los diferentes actores del transporte terrestre de carga han 

dado sobre la aplicación del SICE-TAC, en el sentido que allí son sólo están establecidos los valores de 

referencia y que esos costos eficientes no constituyen un piso para fijar los fletes, interpretaciones estas 

a las que no son ajenas la misma autoridad regulatoria y la propia Superintendencia de Transporte, 

encargada de sancionar a quienes pagan los fletes por debajo de los costos eficientes de operación, 

quienes han sostenido desde el año 2.015, que el SICE-TAC es un parámetro de referencia, por lo tanto 

los actores podían pactar por debajo de los costos del SICE-TAC si demostraban eficiencias 

adicionales, siempre que estas se justificaran en factores técnicos, logísticos y operativos. 

 

Ahora bien, en materia de peajes históricamente no se han tomado decisiones acertadas, la ley 105 

de 1.993 que contiene el estatuto básico del transporte consagró como principio fundamental para 

fijar el valor de los peajes el establecimiento de tarifas diferenciales, teniendo en cuenta la distancia 

recorrida, las características de los vehículos y los respectivos costos de operación, sin embargo en la  

mayor parte de las vías troncales actualmente concesionadas que atraviesan el país de sur a norte y 

de oriente a occidente, la estructuración financiera de estas concesiones se han hecho sobre la base 

de que el principal mecanismo de recuperación de la inversión por parte del concesionario es el 

cobro de peajes, lo cual ha llevado a que en última instancia sean los usuarios de las vías quienes 

llevan toda la carga de financiación de la infraestructura vial, con la colocación de excesivos peajes, 

cuyos valores incrementan los costos del transporte terrestre, superando en muchos casos los 

parámetros internacionales, que establecen como distancia mínima entre cada peaje 50 kilómetros, 

parámetro que en la mayor parte de las concesiones viales no se acata, ya que existen concesiones 

viales, como la de Bogotá-Villavicencio, que tiene 86 kilómetros y donde existen tres peajes 

bidireccionales. 

 

Los transportadores de carga por carretera se quejan del excesivo número de peajes y de su alto 

costo y en mi opinión este reclamo es válido y legítimo, pero también hay que tener en cuenta que 

el Gobierno tiene poco margen de acción, ya que se trata de contratos de concesión válidamente 

celebrados que difícilmente se pueden modificar ya que afectarían el equilibrio económico y 

financiero de los mismos, dando lugar a millonarias reclamaciones por parte de los concesionarios, lo 

que se impone entonces es buscar mecanismos alternativos de financiación de la infraestructura vial, 

como créditos externos, vigencias futuras del presupuesto de la nación o de las entidades territoriales 

o la colocación de bonos, que alivien un poco el peso que deben soportar los usuarios de las vías con 

el pago de los peajes. 

 

En mi opinión deberían adoptarse las siguientes medidas para atender las reclamaciones de los 

transportadores de carga por carretera y solucionar en parte la crisis del sector:   

 

A corto plazo en materia de fletes imponer mediante un decreto el SICE-TAC como único mecanismo 

para fijar el valor de los fletes. 

 

A mediano plazo modificar la estructura del transporte de carga por carretera, permitiendo que los 

propietarios, poseedores y tenedores de vehículos se asocien creando verdaderas empresas de 

transporte, acabando con esa dicotomía entre empresas y propietarios.  

 

Igualmente, a mediano plazo modificar la estructuración financiera de las concesiones viales, para 

que su financiación no dependa en su gran mayoría del cobro de peajes  y a mediano y largo plazo 

recuperar la infraestructura férrea del país, actualmente abandonada y deteriorada, para que el 

transporte de carga por vía férrea sea una alternativa más eficiente y menos costosa. 

 

MANUEL GUILLERMO SARMIENTO GARCIA 

Director del Departamento de Derecho del Transporte e Infraestructura de Transporte  



 

 

 

     

              

NORMATIVIDAD 
 

 

Leyes 

 
Ley 1972 del 18 de julio de 2019/ Congreso de la 

República. “Por medio de la cual se establece la 

protección de los derechos a la salud y al medio 

ambiente sano estableciendo medidas tendientes a 

la reducción de emisiones contaminantes de fuentes 

móviles y se dictan otras disposiciones” 

Respecto de las motocicletas nuevas en su artículo 6 

establece: “A partir del 1 de enero de 2021 todas las 

motocicletas que se fabriquen, ensamblen o 

importen para circular por el territorio nacional 

deberán cumplir con los límites máximos permisibles 

de emisión de contaminantes al aire 

correspondiente a Euro 3, su equivalente o superior.” 

Al mismo tiempo, sobre las motocicletas en 

circulación el PARÁGRAFO 1 dispone: “El Ministerio 

de Transporte en conjunto con el Ministerio de 

Ambiente y Desarrollo Sostenible establecerán un 

plan y cronograma de renovación del parque 

automotor de motocicletas en circulación para que 

a 2030 se cumpla con los límites máximos permisibles 

de emisión correspondientes a Euro 3, su equivalente 

o superior.” 

 

Proyectos de Ley 
 

Radicado el 13 de abril de 2021- Proyecto de ley que busca eliminar impuestos para vehículos 

eléctricos. El presente proyecto tiene como objeto “Establecer disposiciones coordinadas e integrales 

para incentivar la compra y fabricación de vehículos terrestres impulsados por energía eléctrica en 

todo el territorio nacional.” A través de beneficios tributarios para vehículos terrestres eléctricos como 

el de rodamiento, IVA, ICA y sobre la producción y ensamblaje de estos, como en los aranceles de 

importación. 

 

Radicado el 08 de abril de 2021- Por la cual se crea la ley para la protección del peatón, se promueve 

e incentiva la construcción de cruces peatonales seguros a nivel, se modifica la Ley 769 de 2002. La 

presente ley tiene por objeto crear un marco legal para la protección de los derechos de los 

peatones, el cual propenda por una movilidad integral, fomentando la cultura del caminar y 

fortaleciendo la seguridad y la reducción del riesgo de estos. Así mismo, busca realizar las 

correspondientes modificaciones a la Ley 769 de 2002 – Código Nacional de Tránsito Terrestre – en lo 

relacionado con las definiciones, prohibiciones para estos, las limitaciones a peatones especiales y los 

parámetros de velocidad. 

 

el cual se crea el sistema integrado de seguridad vehicular para automotores que se comercialicen 

en Colombia y se dictan otras disposiciones. “Las disposiciones contenidas en la presente ley están 

dirigidas a prevenir o minimizar riesgos para la vida e integridad de las personas, mediante el 

robustecimiento de los elementos de seguridad activa y pasiva de los vehículos automotores para 

la disminución de las víctimas fatales y los lesionados, así como las tasas de mortalidad en accidentes 

de tránsito en el territorio nacional.” 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fotografía: https://revistamoto.com/wp_rm/ 
 



 

 

 

     

              

 

Radicado el 16 de marzo de 2021- Proyecto de ley que 

modifica el artículo 43 de la Ley 769 de 2002/ Cámara de 

Representantes. El presente proyecto de ley tiene por 

objeto que se elimine del diseño de la placa única 

nacional para los vehículos automotores, el nombre del 

municipio o distrito donde se matriculó el vehículo. Esto, 

con el fin de evitar la discriminación contra los 

propietarios de los vehículos automotores que ocurre en 

el mercado al momento de vender, reflejada en un 

menor precio por causa de la ciudad de matrícula.  Así 

mismo, se busca evitar el menor recaudo tributario que 

sufren los municipios y distritos por causa de este 

fenómeno del mercado. 

 

Además, agrega un parágrafo al artículo 43 de la Ley 769 

de 2002, el cual quedará así: 

“Dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente Ley, El Ministerio de Transporte 

deberá modificar el diseño, las características y ficha técnica de la placa única nacional para los 

vehículos automotores, eliminando del diseño de las placas el nombre del municipio o distrito donde 

se matriculó el vehículo automotor.” 

 

 

 

Radicado el 16 de marzo de 2021-Proyecto de ley que modifica 

la ley 1801 de 2016. Por medio de este proyecto se modifica la 

ley 1801 de 2016 y tiene como objeto definir el alcance del 

comparendo y la multa general en Colombia y precisar: A. Que 

a través del documento oficial denominado comparendo, se 

puede imponer medida correctiva de multa general. B. En caso 

de solicitar la conmutación de multa general tipos 1 o 2 por 

participación en programa comunitario o actividad pedagógica 

de convivencia, la misma no se podrá objetar. C. La 

competencia del personal uniformado de la Policía Nacional 

para: Resolver el incidente de objeción de la medida correctiva 

de multa general, Liquidar y comunicar la multa impuesta al 

infractor. D. El termino y procedimiento para resolver el incidente 

de objeción de la medida correctiva de multa general. E. La 

firmeza de la imposición de la medida correctiva de multa 

general, cuando se impone a través de comparendo. F. El 

contenido del documento oficial denominado comparendo.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 



 

 

 

     

              

Decretos  

 
Decreto 191 del 23 de febrero de 2021/ Ministerio de 

Transporte. “Por el cual se adiciona la parte 6 al Libro 2 

del Decreto 1079 de 2015, Único Reglamentario del 

Sector Transporte, en lo relacionado con la 

identificación de parqueaderos preferenciales para 

vehículos eléctricos.” 

 

El presente Decreto tiene por objeto reglamentar la 

identificación de los parqueaderos preferenciales de 

vehículos eléctricos, incluyendo el logotipo y color. Se 

debe entender por parqueadero preferencial aquellos 

“Bienes públicos o privados, destinados y autorizados 

de acuerdo con lo dispuesto en las normas de uso del 

suelo y demás que rijan la materia, por los concejos 

distritales o municipales, para el estacionamiento y 

depósito temporal de vehículos, a título oneroso o 

gratuito. con prioridad o prelación respecto a otros 

vehículos.” Para la identificación de la zona de 

parqueo de los diferentes vehículos impulsados a 

través de energía eléctrica, “se utilizará un logotipo 

que deberá estar, en la parte central dentro del área 

para el parqueo del respectivo vehículo y estará 

representado por dos características como son: el 

color de fondo verde y un pictograma representado 

por la letra P de parqueo, adicionado por un cable 

con enchufe o clavija de corriente en color blanco, en 

los términos del artículo anterior.” 

 

Resoluciones  

 
Resolución No. 5875 del 15 de febrero de 2021/ 

Ministerio de Transporte. La presente resolución tiene 

por objeto reglamentar las condiciones, criterios 

técnicos y la metodología para el reporte de 

información del Sistema de Información de 

Enturnamiento Portuario para la atención de vehículos 

automotores de carga terrestre al ingreso y salida de 

las instalaciones de los puertos o de las terminales 

portuarias para el cargue y descargue de mercancías 

o contenedores, en el módulo Inside del sistema de 

información del Registro Nacional de Despachos de 

Carga (RNDC). Los autorizados reportarán en línea la 

información relacionada con los turnos o citas 

asignadas, canceladas, usadas, incumplidas y no 

asignadas y la salida y entrada de vehículos en 

prepuertos. 

 

 

 
 

 

 

Fotografía: https://www.vehiculoselectricos.co/ 



 

 

 

     

              

Para efectos del ejercicio de ejercicio las funciones de 

prevención, inspección, vigilancia y control el, “Ministerio de 

Transporte mediante el módulo INSIDE del sistema de 

información del Registro Nacional de Despachos de Carga 

(RNDC), realizará comparaciones con la información 

registrada en el Registro Nacional de despachos de Carga 

(RNDC) por las empresas de transporte con la información 

suministrada por los autorizados, la cual podrá ser 

consultada por la Superintendencia de Transporte” 
 
Resolución No.10075 del 10 de marzo de 2021/ Ministerio de 

Transporte. Por medio de esta, “se prorroga el término 

establecido en el artículo 1° de la Resolución 0000885 de 

2019 del Ministerio de Transporte, “por la cual se establece 

la exención del cincuenta por ciento (50%) de la tarifa de 

paso actual, por el derecho de tránsito por cada tonelada 

métrica de carga de carbón proveniente del 

departamento de Norte de Santander, transportadas por el 

corredor férreo en el tramo Chiriguaná-Santa Marta, que 

debe realizar el Concesionario de la Red Férrea del 

Atlántico Fenoco S. A.” . por un año (1) año más, esto es, 

hasta el 13 de marzo de 2022. 

 

Resolución No. 174 del 18 de enero de 2021/ 

Superintendencia de Transporte. En el marco de la 

emergencia sanitaria se expidió el Decreto Legislativo 482 

de 2020 que en su artículo 17 dispone: “Derecho de retracto, 

desistimiento y otras circunstancias de reembolso. En los 

eventos en que las aerolíneas reciban solicitudes de 

retracto, desistimiento y otras circunstancias relacionadas 

con la solicitud de reembolso, podrán realizar, durante el 

periodo que dure la emergencia y hasta por un año más, 

reembolsos a los usuarios en servicios prestados por la misma 

aerolínea.”, en base a la norma prescrita y debido a 

reiteradas denuncias, ante la Superintendencia de 

Transporte, por parte de los usuarios de transporte aéreo 

contra Fast Colombia S.A.S (Viva Air) la vulneración de la 

norma citada, la Superintendencia de Transporte inició 

investigación administrativa donde encontró responsable a 

Viva Air de vulnerar los derechos de los usuarios de 

transporte aéreo por haber impuesto un término distinto del 

previsto en la ley para redimir el voucher y por limitar la 

utilización del voucher a un solo uso, lo que implicaba que 

el usuario perdía cualquier saldo a su favor. Como sanción, 

a través de la Resolución 174 del 18 de enero de 2021 le 

impuso una multa por $175.560.600, contra la cual proceden 

los recursos de reposición y de apelación.  

 
Resolución No. 274 del 18 de 2021/ Unidad Administrativa 

Especial de Aeronáutica Civil. Por la cual se actualiza la 

Política Ambiental de la Unidad Administrativa Especial de 

Aeronáutica Civil. En este orden de ideas, la Unidad 

Administrativa Especial de Aeronáutica Civil (Aerocivil) “se 

compromete con garantizar el funcionamiento de la 

aviación civil bajo los principios de seguridad, oportunidad 

y eficiencia, prestando los servicios aeronáuticos y 

aeroportuarios de manera tal que contribuya al desarrollo 

 

 
 

 

 

 

Fotografía: https://eltransporte.com/ 



 

 

 

     

              

sustentable del país y el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y la mitigación de 

cambio climático.”, a través del Desarrollo de obras y proyectos bajo los criterios de sustentabilidad, 

Identificar los aspectos ambientales y sociales para prevenir y mitigar los impactos negativos 

generados por la industria, generación de recursos tecnológicos, humanos y económicos necesarios 

para el desarrollo de actividades y proyectos que propendan por una mejora continua de la gestión 

ambiental, entre otros compromisos. Todo con el objetivo de “Integrar transversalmente la 

sustentabilidad y la gestión ambiental y social en cada una de las actividades de la Aeronáutica Civil; 

verificar el cumplimiento de la legislación ambiental aplicable vigente, mejorar el desempeño 

ambiental en las instalaciones y los procesos a cargo de la Aeronáutica Civil a través del sistema de 

gestión ambiental; gestionar los impactos ambientales ocasionados por las actividades desarrolladas 

en los aeropuertos e instalaciones aeroportuarias, implementando las mejores prácticas ambientales 

y estableciendo programas de mejora continua; desarrollar iniciativas de eficiencia energética y 

reducción o compensación de gases de efecto invernadero.” 

 
Resolución No. 405 del 10 de marzo de 2021/ Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil. 

“Modifica la Resolución número 1545 de 2015, por la cual se fijan los procedimientos de recaudo de 

impuesto de Timbre Nacional, en su lugar establece como fecha máxima de presentación y reintegro 

de los valores recaudados por concepto de impuesto de timbre nacional recaudado en los meses de 

enero y febrero de 2021 por las empresas de transporte de pasajeros internacionales, el 15 de marzo 

de 2021.” En caso de mora en el reintegro de los valores de impuesto de timbre nacional por parte de 

las empresas aéreas, se liquidarán intereses por mora desde el momento de su vencimiento hasta el 

momento del pago, sin perjuicio de las medidas adicionales que adopte la Aerocivil, como hacer 

efectivas las garantías constituidas, suspender el crédito y reportar a las empresas y sus aeronaves en 

el aplicativo de alertas de morosidad. 

 

Resolución No.123 del 17 de febrero de 2021/ Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. “A través 

de esta, se modifican los artículos 1° y 3° de la Resolución 1269 del 05 de agosto de 2014, mediante la 

cual se efectuó la sustracción definitiva y temporal de unas áreas de la Reserva Forestal del Cocuy. 

Ordenando reintegrar a la Reserva Forestal de Cocuy un área de 0,334 hectáreas, y sustraer por 

solicitud del INVIAS, un área de 1,87 hectáreas de la Reserva Forestal del Cocuy para el desarrollo del 

proyecto corredor vial "La Soberanía”, ubicado en los departamentos de Norte de Santander y 

Arauca.” 

 

Resolución No. 411 del 29 de marzo de 2021/ Ministerio de Salud y Protección Social. “Tiene por objeto 

unificar los protocolos de bioseguridad, en lo ateniente a, medidas de operadores de aeropuertos, 

control de pasajeros, aerolíneas y explotadores de aeronaves, para el manejo y control del riesgo del 

coronavirus COVID-19, para el transporte nacional e internacional de personas por vía aérea. 

Adicional a esto, “el protocolo de bioseguridad que se unifica a través de la presente resolución 

aplica a los operadores de aeropuertos, aerolíneas y explotadores de aeronaves, empresas de 

transporte, agencias de aduana, a los departamentos, a la Unidad Administrativa Especial de 

Aeronáutica Civil, a la Unidad Especial de Migración Colombia, a las entidades responsables del 

aseguramiento, a las secretarias de salud municipales y distritales, al Centro de Contacto Nacional 

de Rastreo (CCNR) y a los pasajeros de medios de transporte aéreo nacional e internacional.” La 

vigilancia del cumplimiento del protocolo estará a cargo de la secretaría de salud o la entidad que 

haga sus veces, del municipio o distrito en el cual se encuentre ubicado el aeropuerto, sin perjuicio 

de la vigilancia que sobre el cumplimiento de las obligaciones de los empleadores realice el Ministerio 

del Trabajo, ni de las competencias de otras autoridades.” 

  

 
 

Código SNIES: Bogotá 107605                           Teléfono Bogotá: 3419900 

Modalidad: Presencial                                       Ext 1100, 1101,1102 

Registro calificado: 190, 15-ene-19, 7 años 

Duración: 1 año 

Código SNIES: Barranquilla 107607                   Teléfono Barranquilla: (5)  

Modalidad: Presencial                                       3225081 Cel: 3176436715 

Registro calificado: 1179, 31-ene-19, 7 años 

Duración: 1 año 

 

 



 

 

 

     

              

Resolución No. 11685 del 19 de marzo de 2021/ Ministerio de Transporte. “La presente resolución tiene 

por objeto reglamentar el artículo 21 de la Ley 2072 de 2020 en lo relacionado con el trámite para 

obtener la autorización ante la Agencia Nacional de Infraestructura para que los puertos de servicio 

privado que estén autorizados para el transporte de recursos naturales no renovables puedan prestar 

servicios a terceros que no estén vinculados económica o jurídicamente con la sociedad 

concesionaria cuando la solicitud esté relacionada con las metas del Plan Nacional de Desarrollo, y 

regular la contraprestación que deberán pagar por el movimiento de la carga de terceros.” 

 

Los puertos de servicio privado que se encuentren en el anterior supuesto, “deberán presentar ante 

la Agencia Nacional de Infraestructura una solicitud de autorización, suscrita por el representante 

legal de la sociedad concesionaria o su apoderado, diligenciando el formato que disponga la 

Agencia Nacional de Infraestructura para tal efecto y que deberá contener, identificación de la 

sociedad concesionaria solicitante de la autorización, identificación de la sociedad concesionaria 

solicitante de la autorización, identificación de los terceros no vinculados, jurídica ni 

económicamente, a quienes se pretende movilizar la carga, Objeto y alcance de la solicitud de 

autorización, Relación del tipo de carga a movilizar.” 

 

Resolución No. 2331 del 7 de abril de 2021/ Superintendencia de Transporte “Por la cual se establecen 

los parámetros para la presentación de la información de carácter subjetivo de la vigencia 2020, por 

parte de los sujetos supervisados de la entidad. 

 

Están obligadas todas las formas jurídicas de asociación estipuladas en las disposiciones legales, las 

personas naturales y jurídicas que prestan el servicio público de transporte y/o que desarrollan 

actividades relacionadas con el tránsito, transporte terrestre, marítimo, fluvial, aéreo, férreo, portuario, 

su infraestructura y sus servicios conexos y complementarios, además de las que establezca la ley y el 

reglamento. (…) Concesionarios de infraestructura férrea, operadores férreos, concesionarios 

aeroportuarios, concesionarios de infraestructura de carretera, terminales de transporte terrestre 

automotor de pasajeros por carretera, entidades o empresas industriales y comerciales del estado o 

sociedades públicas que administran o explotan infraestructura de transporte no concesionada y las 

empresas de transporte aéreo.” (…) 

 

“La información contable y financiera correspondiente al final del ejercicio económico que deben 

reportar anualmente los sujetos objeto de supervisión corresponde al periodo comprendido entre el 

1° de enero y 31 de diciembre de 2020” 

 

 
 

  



 

 

 

     

              

 

 

Acuerdo Distrital  

 
Acuerdo 804 del 16 de febrero de 2021/ Concejo de Bogotá. Por medio del cual se declara la bicicleta 

como medio de transporte prioritario en Bogotá D.C. para la superación de la crisis producto del 

COVID-19 y el desarrollo de una ciudad sostenible en el largo plazo, teniendo como principales 

objetivos: Promover y facilitar el distanciamiento físico, como medida para enfrentar el COVID-19, 

prevenir la congestión del sistema de transporte público masivo, facilitar la movilización segura de los 

ciudadanos en escenarios de post cuarentena, o de reactivación económica sectorial, contribuir a 

la mejora de la calidad del aire de la ciudad, fomentar la actividad física. 

 

CONPES 
 

CONPES 4028 del 16 de marzo de 2021/ Consejo Nacional de Política Económica y Social. “El presente 

documento CONPES define los lineamientos de política de riesgo contractual del Estado para los 

proyectos que se desarrollen bajo esquemas APP y otros esquemas que involucren participación 

privada y que tengan como objeto la provisión de infraestructura, la prestación de servicios de 

transporte fluvial y canales navegables del país, con el fin de orientar tanto a las entidades estatales 

en los riesgos que pueden asumir en este tipo de proyectos, como a los inversionistas privados en 

aquellos riesgos relacionados con el lucro de la actividad económica a desarrollar y aplicable al 

contrato estatal a través del cual se ejecutará el proyecto”, “sustituyendo los lineamientos en esta 

materia establecidos con anterioridad en los Documentos CONPES 3107 de 2013, 3133 de 2014, y 3758 

de 2015. Los lineamientos establecidos en este documento deben ser aplicados en adelante 

atendiendo a las buenas prácticas de la estructuración, contratación y seguimiento contractual de 

proyectos.” 

 
 

  



 

 

 

     

              

Jurisprudencia  

 
Consejo de estado. Sala de lo contencioso administrativo. 

Sección segunda- subsección A. Consejero Ponente: 

Gabriel Valbuena Hernández. Radicación n° 11001-03-15-

000-2021-00041-00. Bogotá D.C., cuatro (4) de febrero de 

dos mil veintiuno (2021). El Consejo de Estado actuando 

como juez de tutela, se pronuncia sobre el otorgamiento o 

no, de medidas cautelares solicitadas en un proceso de 

acción popular que buscaba la suspensión de la 

construcción de un paradero de buses, de un tercer carril 

de tránsito para los buses de Metroplús y la prohibición de 

cualquier tipo de tala de árboles en la zona.  

 

Dos ciudadanos instauraron acción popular en contra del 

municipio de Envigado y Metroplús S.A., alegando el 

amparo de los derechos colectivos al goce del patrimonio 

cultural, espacio público, ambiente sano, calidad de vida 

de los habitantes y defensa del patrimonio público. 

Paralelo a esta acción, se solicitaron como medidas 

cautelares la suspensión inmediata del contrato que 

permite la construcción de una estación o parada de 

buses de Metroplús, como también lo referido a la 

construcción de un tercer carril sobre el tramo 2B de 

Metroplús en el sector del corredor verde de la carrera 43 

A del municipio de Envigado y, en general, se prohibiera 

cualquier tipo de tala de árboles del mencionado sector 

considerado de conservación paisajística y con 

declaratoria patrimonial. 

 

En atención a ello, el Juzgado 13 Administrativo de 

Medellín, decretó la medida cautelar en los términos 

solicitados en la demanda, atendiendo al principio de 

precaución y con el propósito de preservar el objeto de la 

acción. El trámite de apelación  fue conocido por Tribunal 

Administrativo de Antioquia quien revocó dicha decisión 

argumentando que, no se aportó evidencia que 

demostrara que el corredor verde de la carrera 43 A 

hubiera sido declarado como bien de interés cultural, 

adicional, tuvo presente la existencia de una autorización 

en la zona para la tala, reubicación o trasplante de los 

árboles aislados localizados en centros urbanos para la 

realización, remodelación o ampliación de obras públicas 

o privadas de infraestructura. 

 

Frente a la anterior providencia se interpone acción de 

tutela. El Consejo de Estado pone de presente que las 

medidas cautelares previstas en la Ley 472 de 1998 se 

dirigen a evitar un perjuicio inminente o irremediable que 

permitan garantizar la tutela judicial efectiva de la 

sentencia que se produzca dentro de la acción popular, 

Así las cosas, dada la trascendencia de los derechos e 

intereses que se pretenden proteger a través de la acción 

popular y el riesgo de su destrucción, es necesario que el 

juez natural de la causa pondere si el levantamiento de la 

medida cautelar no afecta el efecto útil de la sentencia 

que se va a proferir, puesto que hace parte intrínseca del 

 
 

 

 

 

 
 

 

 

 

Fotografía: http://infraestructurav.blogspot.com/ 

Fotografía:  https://www.minambiente.gov.co/ 

Fotografía: https://www.ambitojuridico.com/ 



 

 

 

     

              

derecho de acceso a la administración de justicia que la providencia pueda cumplirse a través de 

medidas que no sean eminentemente resarcitorias o indemnizatorias, sino que se proteja de manera 

eficaz el bien jurídico colectivo, máxime en el marco de la acción popular, cuya naturaleza es 

esencialmente preventiva. 

 

El Consejo de Estado dejó sin efectos la decisión del Tribunal Administrativo de Antioquia y le ordenó 

a esa corporación dictar una nueva providencia judicial, en la que tenga en cuenta el posible 

perjuicio irremediable que se pueda consumar si no se suspende la ejecución de la obra de 

infraestructura. 

 

Corte Suprema de Justicia. Sala Civil. Magistrado Ponente: Luis Alonso Rico Puerta. SC17723-2016. 

Radicación n° 05001-3103- 011-2006-00123-02. Bogotá D.C., siete (7) de diciembre de dos mil dieciséis 

(2016). La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, se pronunció sobre la 

responsabilidad de las empresas de transporte cuando los vehículos afiliados a esta causan daños a 

terceros. 

En el caso concreto, el 9 de agosto de 2005 el automotor de placas SUL540, conducido por Simeón 

Rivera Riveros, de propiedad de Francisco Torres Rodríguez y afiliado a la empresa de Transportes Sarvi 

Ltda., estrelló al de placas XVM-369. Consecuencia de lo anterior, la propietaria del vehículo XVM-369 

interpuso demanda contra el conductor, el propietario y la empresa a la cual estaba afiliado el 

vehículo. 

 

En sede de casación, la sala no acoge el recurso interpuesto por la empresa de transporte y se 

pronuncia sobre los daños causados a terceros por parte de los vehículos afiliados a las empresas de 

transporte, en los siguientes términos: 

 

El hecho generador de la lesión deviene de un accidente de tránsito, el cual se encuadra en el 

artículo 2356 del Código Civil, referente a las actividades peligrosas. 

 

La obligación de indemnizar los daños causados por los potenciales riesgos generados en el ejercicio 

de actividad peligrosa, recaen en el guardián de la operación causante del detrimento. “Ostenta 

dicha posición, quien tenga la detentación del bien utilizado, ya sea de forma directa o indirecta, 

cual sucede, como regla de general, respecto de su propietario o empresario, en cabeza de quienes 

se presume legalmente la potestad de control” 

 

El artículo 991 del Código de Comercio, modificado por el canon 9o del decreto 01 de 1990, consagra 

que: 

 

“Cuando la empresa de servicio público no sea propietaria o arrendataria del vehículo en que se 

efectúa el transporte, o no tenga a otro título el control efectivo de dicho vehículo, el propietario de 

éste, la empresa que contrate y la que conduzca, responderán solidariamente del cumplimiento de 

las obligaciones que surjan del contrato de transporte. La empresa tiene el control efectivo del 

vehículo cuando lo administra con facultad de utilizarlo y designar el personal que lo 

opera, directamente y sin intervención del propietario.” (Negrilla fuera de texto) 

 

Pues bien, en el caso concreto el casacionista argumenta que la condición de guardián de la 

actividad desplegada con el tracto camión causante del accidente vial originador de la litis recae 

en el propietario, puesto que, el contrato establecía que la empresa de transporte no ostentaba el 

vehículo a pesar de tenerlo afiliado a su parque automotor, porque aquella facultad, quedó radicada 

en el propietario del automóvil, al punto que generalmente este designaba al conductor. 

 

Frente a este argumento la sala señala que, el transporte ostenta la calidad de servicio público y 

corresponde al estado la planeación, el control, la regulación y la vigilancia del transporte y de las 

actividades a él vinculadas1. “En consecuencia, la responsabilidad en la ejecución de tal servicio 

requiere por parte de las empresas transportadoras la facultad de tener bajo su control los bienes y el 

personal necesario para prestar el servicio, por tratarse de requisitos exigidos por el Estado para la 

concesión de la autorización.” 

 
1 Literal b del artículo 2o de la ley 105 de 1993 



 

 

 

     

              

 

Así es como, en el artículo 36 de la ley 336 de 1996, se consagró que las sociedades transportadoras 

deben contratar directamente a los conductores de los vehículos: 

 

“Los conductores de los equipos destinados al servicio público de transporte serán contratados 

directamente por la empresa operadora de transporte, quien para todos los efectos será 

solidariamente responsable junto con el propietario del equipo»; así como velar por el mantenimiento 

adecuado de los automotores” 

 

“En otras palabras, mientras un vehículo se encuentre vinculado a una sociedad transportadora a raíz 

de un convenio suscrito en tal sentido con su propietario, aquella no podrá exonerarse de la 

responsabilidad extracontractual, aduciendo haber pactado con este que la administración, control 

y, en general, disposición del rodante no estaría en cabeza del ente social sino del dueño del 

vehículo.” 

 

No obstante, lo anterior, la condición de guardián puede desvirtuarse si la sociedad transportadora 

acredita que le fue hurtado el bien, igualmente si celebró otro acuerdo de voluntades en virtud del 

cual entregó la posesión o tenencia del bien. 

 

Novedades y comunicados 

 

Col-Compra-Eficiente-Concepto-2021-N0001027_092 2021/03/25 

“Pregunta planteada: ¿En qué norma técnica se sustenta si un proyecto de obra de infraestructura de 

transporte es de media o baja complejidad o es de alta complejidad, para verificar el requisito de 

experiencia habilitante en el pliego tipo que le aplica a dicho proyecto? (…) 

 

No existe una norma técnica que determine si un proyecto de obra pública de infraestructura de 

transporte es de media, baja complejidad o alta complejidad. Tal como se explicó previamente, 

serán las condiciones técnicas del proyecto lo que definirá cuando aplicaría la «Matriz 1 – Experiencia» 

para proyectos de baja – media complejidad o alta complejidad. 

 

Como se indicó, la complejidad técnica de todos los proyectos no es posible estandarizarla debido 

a que las cuantías de los procesos de contratación no constituyen el único parámetro técnico para 

señalar cuando un proyecto tiene una complejidad baja, media o alta. Por esta razón, las entidades 

definirán el tipo de «Matriz 1 – Matriz de Experiencia» que utilizarán teniendo en cuenta los siguientes 

criterios técnicos enunciativos o ejemplificativos: las condiciones geográficas, geológicas, 

hidrológicas, climáticas, así como el alcance físico del proyecto de infraestructura de transporte, 

entre otros. 

 

Sin embargo, se reitera que, que los eventuales interesados en el proceso contractual podrán 

presentar observaciones al proyecto de pliego de condiciones, indicándole a la entidad las razones 

por las cuales consideran que la complejidad técnica del proyecto no es la adecuada, señalando la 

matriz de experiencia que consideran debe utilizarse. De este modo, los eventuales interesados 

podrán solicitar el ajuste del pliego de condiciones en los casos que se requiera. “ 

 

SuperTransporte abre investigación a tres Secretarías de Movilidad por presuntamente instalar y 

poner en operación cámaras de fotodetección sin cumplir los requisitos. “La Superintendencia 

de Transporte investigará a la Secretaría Distrital de Movilidad de Bogotá, la Secretaría de 

Tránsito y Transporte de Cartago, y la Oficina de Tránsito y Transporte de Magdalena por el 

presunto incumplimiento de las normas establecidas por el Gobierno Nacional en cuanto a la 

operación de los Sistemas o equipos automáticos, semiautomáticos y otros medios tecnológicos 

para la detección de presuntas infracciones de tránsito (SAST).” (…) 
 

https://basesbiblioteca.uexternado.edu.co:2234/sitio/descargar.archivo.php?iddi=435935&descargas=99999&intdescargas=&most=
https://www.supertransporte.gov.co/index.php/comunicaciones-2021/supertransporte-abre-investigacion-a-tres-secretarias-de-movilidad-por-presuntamente-instalar-y-poner-en-operacion-camaras-de-fotodeteccion-sin-cumplir-los-requisitos/
https://www.supertransporte.gov.co/index.php/comunicaciones-2021/supertransporte-abre-investigacion-a-tres-secretarias-de-movilidad-por-presuntamente-instalar-y-poner-en-operacion-camaras-de-fotodeteccion-sin-cumplir-los-requisitos/


 

 

 

     

              

Comunicado completo en: https://www.supertransporte.gov.co/index.php/comunicaciones-

2021/supertransporte-abre-investigacion-a-tres-secretarias-de-movilidad-por-presuntamente-

instalar-y-poner-en-operacion-camaras-de-fotodeteccion-sin-cumplir-los-requisitos/ 

 

Supertransporte formula cargos a 26 aerolíneas por presuntamente incluir cláusulas en sus contratos 

que perjudican a los usuarios. “La Superintendencia de Transporte, en su función de proteger a 

los usuarios del sector aéreo, revisó los contratos celebrados entre las aerolíneas que prestan sus 

servicios en Colombia y los viajeros.” 

 

Comunicado completo en: https://www.supertransporte.gov.co/index.php/comunicaciones-

2021/supertransporte-formula-cargos-a-26-aerolineas-por-presuntamente-incluir-clausulas-en-

sus-contratos-que-perjudican-a-los-

usuarios/#:~:text=Es%20la%20primera%20vez%20que,multas%20de%20hasta%202.000%20SMMLV. 

 

Aerocivil y SuperTransporte presentan ABC para informar a los usuarios sobre sus competencias frente 

al servicio de transporte aéreo. “La Aeronáutica Civil y la Superintendencia de Transporte se unieron 

para explicarle a los usuarios del transporte aéreo las competencias que tiene cada entidad a la hora 

de supervisar ese modo de transporte. Como resultado de esa articulación expide un ABC con la 

información básica de cómo cada entidad atiende las necesidades de la ciudadanía.” 

 

Comunicado completo en: https://www.mintransporte.gov.co/publicaciones/9742/aerocivil-y-

supertransporte-presentan-abc-para-informar-a-los-usuarios-sobre-sus-competencias-frente-al-

servicio-de-transporte-aereo/ 

 

 

 

https://www.supertransporte.gov.co/index.php/comunicaciones-2021/supertransporte-abre-investigacion-a-tres-secretarias-de-movilidad-por-presuntamente-instalar-y-poner-en-operacion-camaras-de-fotodeteccion-sin-cumplir-los-requisitos/
https://www.supertransporte.gov.co/index.php/comunicaciones-2021/supertransporte-abre-investigacion-a-tres-secretarias-de-movilidad-por-presuntamente-instalar-y-poner-en-operacion-camaras-de-fotodeteccion-sin-cumplir-los-requisitos/
https://www.supertransporte.gov.co/index.php/comunicaciones-2021/supertransporte-abre-investigacion-a-tres-secretarias-de-movilidad-por-presuntamente-instalar-y-poner-en-operacion-camaras-de-fotodeteccion-sin-cumplir-los-requisitos/
https://www.supertransporte.gov.co/index.php/comunicaciones-2021/supertransporte-formula-cargos-a-26-aerolineas-por-presuntamente-incluir-clausulas-en-sus-contratos-que-perjudican-a-los-usuarios/#:~:text=Es%20la%20primera%20vez%20que,multas%20de%20hasta%202.000%20SMMLV
https://www.supertransporte.gov.co/index.php/comunicaciones-2021/supertransporte-formula-cargos-a-26-aerolineas-por-presuntamente-incluir-clausulas-en-sus-contratos-que-perjudican-a-los-usuarios/#:~:text=Es%20la%20primera%20vez%20que,multas%20de%20hasta%202.000%20SMMLV
https://www.supertransporte.gov.co/index.php/comunicaciones-2021/supertransporte-formula-cargos-a-26-aerolineas-por-presuntamente-incluir-clausulas-en-sus-contratos-que-perjudican-a-los-usuarios/#:~:text=Es%20la%20primera%20vez%20que,multas%20de%20hasta%202.000%20SMMLV
https://www.supertransporte.gov.co/index.php/comunicaciones-2021/supertransporte-formula-cargos-a-26-aerolineas-por-presuntamente-incluir-clausulas-en-sus-contratos-que-perjudican-a-los-usuarios/#:~:text=Es%20la%20primera%20vez%20que,multas%20de%20hasta%202.000%20SMMLV

